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B-68.876 "GUALCO, MARÍA F. Y OT. CONTRA COLEGIO DE ESCRIBANOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SOBRE ACCIÓN DECLARATIVA. CUESTIÓN DE COMPETENCIA"

La Plata, 13 de diciembre de 2006.

AUTOS Y VISTOS:
1. Las notarias María Florencia Gualco y Norma Patricia Lamas, por apoderado, promueven una acción meramente declarativa contra el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, solicitando que se aclare su situación con relación a los Registros Notariales Nº65 y 66 del Partido de Morón, respectivamente, donde se desempeñan como adscriptas. Ello por entender que la interpretación que efectuó el Colegio demandado de la normativa vigente –especialmente de los artículos 20 del decreto ley 9020/78 y 11 del decreto reglamentario 3887/98- afecta el derecho de igualdad y propiedad que les reconoce la Constitución Nacional.

Alegan que el artículo 12 del decreto 3887/98 es arbitrario e inconstitucional al dejar de computar el plazo de interinato a los efectos del artículo 20 del decreto ley 9020/78, descalificando la gestión del notario interino, frente al adscripto. 

Peticionan, como medida cautelar, se decrete una medida de no innovar en relación a los Registros Notariales Nº65 y 66 de la localidad de Morón.

2. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº6, ordena correr traslado de la acción impetrada en el marco de lo dispuesto en los artículos 319 y 322 del C.P.C.C.. Asimismo, decreta la prohibición de innovar en relación a los Registros Notariales Nº65 y 66 de Morón (fs. 53/54).

A fs. 98/108 el apoderado del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires contesta la demanda, opone excepción de incompetencia, de falta de legitimación pasiva y apela la medida cautelar decretada.

El juez interviniente corre traslado de las defensas opuestas y concede, con efecto devolutivo, el recurso de apelación contra la medida cautelar (fs. 109).

Recibido el incidente formado a tenor de lo normado en el artículo 250 del C.P.C.C., la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial, sin abrir juicio sobre la competencia originaria de esta Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, eleva las actuaciones a este Tribunal (fs. 191).

3. De acuerdo a la naturaleza y alcances de la pretensión expuesta, la causa no es propia de la competencia originaria y exclusiva que a esta Suprema Corte atribuye el artículo 161 de la Constitución de la Provincia.

En efecto: el objeto de la demanda deducida en estos autos es, claramente, el dictado de una sentencia meramente declarativa que determine la situación jurídica en la que se encuentran las actoras con relación a la titularización de los Registros Notariales Nº65 y 66 de Morón, donde se desempeñan como notarias interinas. La pretensión de inconstitucionalidad del art. 12 del decreto 3887/98 que se aduna a la precautoria es solo supletoria. 

La pretensión de sentencia meramente declarativa de certeza tiene por finalidad primordial obtener una declaración judicial que ponga fin a un estado de incertidumbre sobre la existencia, modalidades o alcances de una relación jurídica en aquellos casos en los que esa falta de certeza pueda producir un perjuicio o lesión actual al actor, tal como reza el artículo 322 del C.P.C.C. (doctr. causas B. 65.546, “Bingo King S.A.”, res. del 20-VIII-03; B. 67.464, “Péculo”, res. del 28-IV-04 y B. 68.205, “Defensor ante el Tribunal de Casación Penal”, res. del 22-IV-05; B-68.298 “Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires”, res. del 10-VIII-05). 

De allí que, como ha resuelto este Tribunal, la existencia de una duda acerca de esos extremos es un requisito ineludible para la procedencia de esta acción, siendo menester, además, que quien la promueve no cuente con otro medio legal para poner término a esa situación (doctr. causa B. 65.445, “Cámara Argentina de Agencias de Turf”, res. del 2-IV-03). 

Por su parte, el artículo 161 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece que la Suprema Corte de Justicia ejerce jurisdicción originaria y de apelación para conocer y resolver acerca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos que estatuyan sobre materia regida por esa Constitución y se controvierta por parte interesada (inc. 1º).

Al reglamentar esta disposición el legislador estableció un plazo de treinta días –computados desde que el precepto impugnado afecte concretamente los derechos patrimoniales del actor- para interponer la acción, vencido el cual “se considerará extinguida la competencia originaria de la Suprema Corte” (art. 684, C.P.C.C.).

Por su parte, el artículo 57 de la Constitución de la Provincia prohibe a los jueces la aplicación de toda ley inconstitucional. 

Interpretando tal plexo normativo, este Tribunal ha resuelto que los jueces ordinarios son competentes para resolver las cuestiones que los justiciables les planteen en relación a la validez constitucional de las normas de derecho local, pues si así no fuera carecería de sentido, por un lado atribuir a la Suprema Corte jurisdicción por apelación en esta materia (art. 161 inc. 1º, cit.) y, por otro, ninguna aplicación tendría –sin perjuicio del alcance que corresponde asignarle- la parte del artículo 684 del C.P.C. y C. que faculta al interesado para ocurrir a la jurisdicción ordinaria en defensa de los derechos patrimoniales que estime afectados (doctr. causas B-55.744 “Conarges”, res. del 10-V-94; B-58.614 “Bibbo”, res. del 28-X-97 y B-58.835 “Curieses”, res. del 3-II-98).
Las actoras denuncian un estado de incertidumbre que perjudica su situación jurídica, la cual –mas allá del resultado final de su pretensión- encuentra carril por la vía de la demanda declarativa de certeza que ponga fin a la duda y a la controversia con los efectos de cosa juzgada.

Por las razones expuestas, corresponde resolver que el caso es ajeno a la competencia originaria que este Tribunal posee en virtud de lo establecido en los artículos 161 inciso 1º de la Constitución de la Provincia y, por consecuencia, remitir el expediente a la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata para que resuelva el recurso de apelación deducido en autos (arts. 15 y 161 inc. 1º, Constitución de la Provincia; 322 y conc., C.P.C. y C.). 

A tal fin líbrese oficio por Secretaría.

Regístrese.

Fdo. Ro.So.Hi.Ge.Ko.DL.
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